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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín,  _________________________________
Tipo de Proceso:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL

Demandante:
     
Sargento Primero ® EMIRO HUMBERTO NARANJO SIERRA 

Demandada:

NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL
Radicado:
     
05001 33 33 001 2018 00070 00

Decisión:                 
Niega Las Pretensiones De La Demanda.
Sentencia N°          
 
	TEMA: nulidad del oficio No. 20163171036331 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 08 de agosto de del 2016, Artículo 13 de la Ley 4ª de 1992: Prima de Actualización vigencia para los años 1993-1995 2003/ Prescripción: articulo 113 Decreto 1213 de 1990/ Niega pretensiones.


EMIRO HUMBERTO NARANJO SIERRA por conducto de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaura demanda en contra de la NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:
1. PRETENSIONES

En resumen el apoderado de la parte actora pretende ,la declaratoria de nulidad de la decisión tomada mediante el oficio No. 20163171036331 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 08 de agosto de del 2016, emanada del NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL, por medio de la cual se niega el derecho a la reliquidación del sueldo devengado durante el tiempo que gozaba de asignación de retiro,  el Sargento Primero ® EMIRO HUMBERTO NARANJO SIERRA, por concepto de la nivelación salarial contemplada en la Ley 4ª de 1992 que no se cumplió durante el tiempo que estuvo activo, tal como estaba ordenada.   

Que como consecuencia de la petición anterior y a título de restablecimiento del derecho, se ordene la reliquidación del sueldo devengado durante el tiempo que gozaba el señor sargento ® de policía Luis Arturo Velásquez David, a partir del sueldo que debió ser asignado el 1° de enero de 1996, fecha en que concluyó el plazo para finalizar la nivelación salarial ordenada en la Ley 4ª de 1992.  Este sueldo que debió ser asignado luego del cómputo de los porcentajes de la prima de actualización (mecanismo creado para llevar a cabo la mencionada nivelación) es de $407.378.95.

 Adicional a lo anterior, solicita que se declare la inaplicabilidad por excepción de inconstitucionalidad por vía de excepción fundamentada en el artículo 4 del decreto 107 de 1996.

Que se condene a la NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL a cancelar los retroactivos a que haya lugar en forma indexada y se ordene a la demandada dar cumplimiento a la sentencia de conformidad con los artículos 192 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
Que se me reconozca personería jurídica para actuar en nombre y representación de la demandante en los términos en que está suscrito el presente poder. 

Que se condene en costas a la entidad demanda por su mala intención de desconocer los porcentajes de la prima de actualización que debían computarse en la prestación tal como lo establecen los derechos reglamentarios causando graves perjuicios al demandante. 

2. HECHOS

En resumen, los siguientes es la situación fáctica que soportan las pretensiones.  Sargento Primero ® EMIRO HUMBERTO NARANJO SIERRA con cédula 5630285 prestó sus servicios como suboficial de la NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL durante el periodo del 1983 – 2003. 
En los años 1992 a 1995 recibió reajustes anuales de sueldo que no incluyeron los porcentajes establecidos en los decretos reglamentarios de la prima de actualización, mecanismo creado para llevar a cabo la nivelación salarial ordenada en el artículo 2° de la Ley 4ª de 1992.

Refiere que mediante resolución 00359 del 29 de abril de 2003 al Sargento Primero ® EMIRO HUMBERTO NARANJO SIERRA se resuelve retirar del servicio activo de las fuerzas militares de forma temporal con pase a reserva a solicitud propia y mediante resolución 2147 de 07 de julio de 2003 se le reconoce asignación de retiro por parte de la caja de retiro de las fuerzas militares.
Manifiesta que el 01 de agosto de 2016 solicita mediante derecho de petición el reajuste anual del sueldo atendiendo a que en los mismos no se incorporaron los porcentajes ordenados en los decretos reglamentarios de la prima de actualizaciones (decreto 335 de 1992, decreto 25 de 1993, decreto 65 de 1994, y decreto 133 de1995). 

Aduce que durante el período 1992-1996 el gobierno pagó los valores de los porcentajes establecidos en los decretos reglamentarios de la prima de actualización como bonificación sin incluirla como factor salarial a quienes se encontraba en servicio activo.  Como los porcentajes establecidos en los decretos reglamentarios de la prima de actualización son factores salariales que afectan prestaciones periódicas, 
 Afirma que el reclamo no tiene término de caducidad sin perjuicio de la prescripción aplicada a las mesadas causadas.  
Termina indicando que el decreto 107 de 1996 establece una escala salarial para la fuerza pública, pero no computa todos los porcentajes que establecieron como prima de actualización en los decretos reglamentarios antes mencionados.

3. NORMAS VIOLADAS CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Como normas violadas, el apoderado de la parte actora menciona las siguientes:

Preámbulo de la Carta política y artículos 2, 6,53, 83, 87, de la Constitución Política, artículos 13 y parágrafo de la Ley 4ª de 1992.

Frente a estas normas señaladas, el actor dice que se vulneraron porque no se le protegió el derecho a la reliquidación de su sueldo por concepto de nivelación salarial ordenada en la Ley 4ª de 1992; porque infringió establecer una escala gradual porcentual para nivelar activos y retirados de la Fuerza Pública.  Que la escala se promulgó en el Decreto 107 de 1996 pero en ella no se computaron todos los porcentajes establecidos en los decretos reglamentarios de la prima de actualización.

Además, indicó que la entidad no obró de buena fe al incumplir el mandato de la ley 4ª de 1992 y lo regulado en los decretos reglamentarios de la prima de actualización.  Como sentencia citó la T-327 de 2015 magistrado ponente Luis Ernesto Vargas Gil. 

4. TRAMITE

La demanda fue admitida el 28 de febrero de 2018 (folio 31), en el auto se ordenó notificar a la entidad demandada, quien se pronunció como figura a folios 48-61. Se dio traslado de las excepciones el 24 de septiembre de 2018, posteriormente mediante auto del primero de junio de 2017, se fijó fecha para audiencia misma que se llevó a cabo el 03 de octubre de 2018 (folio 139),el  18 de febrero de 2018 se remite el expedente al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA para resolver la apelación propuesta en audiencia inicial respeto del auto que declaro no probada la excepción de caducidad, mediante auto del 25 de junio de 2019 se cumple con lo resuelto por el superior al confirmar que no existe caducidad del medio control y se fija fecha para continuar con la audiencia inicial para el día 15 de agosto de 2019 (folio 149),   se decretaron las pruebas solicitadas y otras de oficio. Una vez aportada la respuesta, se puso en conocimiento de las partes (folio 162) y precluido el término se profirió auto dando traslado a las partes para alegar (folio 163)

5. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA: 

La entidad demandada, previamente haber constituido apoderada judicial, allega el pertinente escrito de contestación a la demanda, por medio del cual manifiesta que, frente a los hechos algunos son parcialmente ciertos, otros no, en cuanto a las pretensiones afirma que se opone a lo pretendido por el demandante.
Como argumentos de defensa señaló que la prima de actualización está soportada en el plan quinquenal para la Fuerza Pública, como parte de la nivelación salarial, se dio durante los años 1992 a 1995 según las facultades legales:  En desarrollo del Decreto 333 del 24 febrero de 1992, expidió el Decreto Ley 335 de 2002, por medio del cual se fijaron los sueldos básicos para el personal en servicio activo de la fuerza pública, en el artículo 15 se reguló la prima de actualización para el personal únicamente en los grados de agente suboficiales y oficiales hasta el grado de Teniente Coronel. 

Indicó la Ley 4ª del 16 de mayo de 1992 señaló las normas objetivos y criterios que debía observar el gobierno nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional que estableció la nivelación salarial.   Asimismo, los decretos 25 de 1994 y 133 de 1995 reglamentaron la prima de actualización como parte de la nivelación salarial condición que se cumplió con la expedición del Decreto 107 de 1996 a partir del 1 de enero de 1996.

Añadió que las normas enunciadas fijaron la prima de actualización durante las vigencias fiscales de 1992 a 1995 para el personal uniformado que la devengó en servicio activo y al personal desvinculado de la policía nacional, con derecho a devengar asignación mensual de retiro durante la citada vigencia, es decir, del 1 de enero de 1992 al 31 de diciembre de 1995.  

Manifestó que bajo la condición resolutoria consistente en la prima de actualización tendría vigencia hasta cuando se creara la escala gradual porcentual para la fuerza pública y que esta condición que se cumplió con la expedición de Decreto 107 de 1996 a partir del 1 de enero de 1996.   La actualización produjo efectos hasta el 31 de diciembre de 1995, quedando incorporada en los sueldos básicos, realizándose así la nivelación de conformidad con la Ley 4 de 1992 y las demás normas concordantes. 

Por último, adujo que si al demandante le asistiera el derecho a que se le reajustara su asignación de retiro con fundamento en la prima de actualización, que tuvo vigencia entre el 1 de enero de 1992 y el 31 de diciembre de 1995, las mesadas a reajustar se encontrarían prescrita, de acuerdo con el artículo 113 del Decreto 1213 de 1990 los derechos regulados en ese estatuto prescriben a los cuatro años contados desde la fecha en que se hicieron exigibles. 

Como excepciones presentó, 

Previas:

· caducidad del medio de control, misma que se resolvió en audiencia inicial.

· prescripción de los derechos laborales.
De mérito. 

· Legalidad normativa del acto impugnado.

· Inexistencia de la obligación.

1. ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE:  en escrito obrante a folio 167 a 173 la apoderada de la parte demandante insiste para concedan la totalidad de sus pretensiones y argumenta que la con la demanda y el materia probatorio obrante en el expediente se busca el reajuste  y la reliquidación de la asignación básica, siempre que le gobierno no incorporo en la escala gradual porcentual los valores de los porcentajes de la prima de actualización y por consiguiente, no efectuó nivelación alguna incumplimiento con ello abiertamente lo ordenado en la ley 4a de  1992.
PARTE DEMANDADA: no presento alegatos de conclusión.
MINISTERIO PUBLICO: No presentó concepto

2. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

2.1. PROBLEMA JURÍDICO
Corresponde resolver si se ajusta a derecho el acto demandado, es decir, oficio No. 20163171036331 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 08 de agosto de del 2016 para lo cual deberá establecerse si procedente el reconocimiento y pago a favor del Sargento Primero ® EMIRO HUMBERTO NARANJO SIERRA el reajuste salarial en la asignación de retiro al cual considera tener derecho con los porcentajes ordenados para su grado en los Decretos reglamentarios de la prima actualización Decreto 335 de 1992; Decreto 25 de 1993; Decreto 65 de 1994; Decreto 133 de 1995,

En otras palabras, en determinar si el reconocimiento de la prima de actualización de los años 1993 a 1995, tiene la virtud de proyectarse e incrementar la base de liquidación de la asignación de retiro más allá de dicho periodo, esto es, a partir de 1996. 

Derivado del eventual éxito de la pretensión relativa a la legalidad del acto administrativo, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.

7.2 PRESUPUESTOS PROCESALES
El medio de control que se promueve es el de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrado en el artículo 138 del CPACA, es una acción a través de la cual la persona que se siente lesionada por un acto de la administración, que le ha desconocido el derecho individual reclamado, puede ejercerla, a fin de obtener de la jurisdicción contenciosa administrativa la nulidad del acto administrativo y el restablecimiento del derecho correspondiente. 

Este Despacho es competente para conocer del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, en virtud de lo establecido en los artículos 155 y 156 del CPACA. En la de nulidad y restablecimiento del Derecho, previamente se debe solicitar al juez la nulidad de un acto administrativo, ya que con este tipo de acciones se busca que se proteja al actor de un interés particular, para obtener el resarcimiento de un perjuicio causado con el acto cuya nulidad pretende. 

El medio de control propuesto procede por regla general contra los actos administrativos definitivos, creadores de situaciones jurídicas individuales, particulares y concretas o contra los de trámite cuando ellos, en sí mismos, contienen una decisión definitiva o hacen imposible continuar la actuación administrativa. 

Para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa en nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto cuestionado sea de carácter particular, es necesario que se hayan ejercido y decido los recursos obligatorios, de conformidad con lo establecido en el numeral segundo del artículo 161 del C.P.A.C.A. 

En cuanto al requisito de procedibilidad al que se refiere la Ley 1285 de 2009 no se hace necesaria por tratarse de la reliquidación de la asignación de retiro; en cuanto a la caducidad tampoco se configura dado que se trata de una prestación periódica.

7.3. MARCO JURIDICO
PRIMA DE ACTUALIZACION

En desarrollo del Decreto 333 de 1992 se expidió el Decreto 335 de 1992 en el cual se reglamentó los sueldos básicos de los oficiales, suboficiales y agentes de la Policía y de las Fuerzas Militares entre otros. 

El artículo 15 del decreto creó una prima de actualización así: 

“ARTÍCULO 15. De conformidad con lo establecido en el Plan Quinquenal para la Fuerza Pública 1992-1996, aprobado por el Consejo Nacional de Política Económica y Social, Conpes, los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, en servicio activo, tienen derecho a percibir mensualmente una prima de actualización, en los porcentajes que se indican a continuación en cada grado, liquidada sobre la asignación básica (…)

PARÁGRAFO. La prima de actualización a que se refiere el presente artículo tendrá vigencia hasta cuando se establezca una escala salarial porcentual única para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. El personal que la devengue en servicio activo tendrá derecho a que se le compute para el reconocimiento de asignación de retiro, pensión y demás prestaciones sociales”. (subrayas fuera del texto)

Luego la Ley 4a de 1992 ordenó una nivelación salarial para el personal activo y retirado de la Fuerza Pública el artículo 13 y parágrafo reguló así: 

“ARTÍCULO 13. En desarrollo de la presente Ley el Gobierno Nacional establecerá una escala gradual porcentual para nivelar la remuneración del personal activo y retirado de la Fuerza Pública de conformidad con los principios establecidos en el artículo 2o. 

PARÁGRAFO. La nivelación de que trata el presente artículo debe producirse en las vigencias fiscales de 1993 a 1996”. 

En los decretos 25 de 1993 y 133 de 1995 quedó el mismo contenido del artículo 15 del Decreto 335 de 1992 en el cual se reguló el pago mensual de una prima de actualización para oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional en servicio activo, la que debía ser computada para el reconocimiento de la asignación de retiro, pensión y demás prestaciones, así también lo consideró la Sala de Consulta y Servicio Civil. 

“La norma en cita, de conformidad con lo señalado en el Plan Quinquenal para la Fuerza Pública 1992-1996 aprobado por el CONPES, instituyó para los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional en servicio activo, una prima de actualización mensual, liquidada sobre la asignación básica, la cual tendría vigencia hasta cuando se estableciera una escala salarial porcentual única para los mencionados servidores, quienes tendrían derecho a que se les computara para el reconocimiento de la asignación de retiro, pensión y demás prestaciones. (…) Finalmente, por decreto ejecutivo 107 del 15 de enero de 1996, se consolidó la escala gradual porcentual para la remuneración del personal de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional a que se refería el artículo 13 de la ley 4a. de 1992, con lo cual expiró la vigencia de la prima de actualización. (…) Respecto del término de la prescripción para reclamar el reconocimiento y pago de la prima de actualización cabe anotar que los artículos 174 y 155 de los decretos leyes 1211 y 1212 de 1990, normas vigentes para la época en que se produjeron las referidas declaratorias de nulidad, preveían que éste era de cuatro años contados a partir de la fecha en que se hiciera exigible la prestación. (…) Ahora bien, del contenido de las normas citadas se tiene que la prima de actualización se creó de forma temporal durante el periodo comprendido entre los años de 1992 a 1995, para el personal de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional que se encontrara en servicio activo. Es decir, para los años de 1992 a 1995, el personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional en servicio activo, devengaron mensualmente el valor correspondiente a: asignación básica, prima de actualización y demás factores de liquidación; en tanto que el mismo personal retirado del servicio recibió el valor correspondiente a: asignación básica y demás factores de liquidación, sin que les fuera reconocida la prima de actualización. Lo anterior era apenas obvio si se tiene en cuenta el carácter temporal y los beneficiarios específicos de la prima de actualización, pero a partir del año de 1996 la situación se equiparó dado que a la aplicación del principio de oscilación que regula la liquidación de la asignación de retiro de los oficiales y suboficiales retirados del servicio, se sumó la expedición del decreto 107 por medio del cual se consolidó la escala salarial porcentual única para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, a que aludía el artículo 13 de la ley 4a. de 1992, con lo cual expiró la vigencia de la prima de actualización.”

De acuerdo a lo anterior, la prima de actualización fue concebida como temporal hasta que llegara a la escala salarial porcentual o la nivelación de los sueldos de la Fuerza Pública y de la Policía Nacional; el Decreto 107 del 15 de enero de 1996 creó la escala gradual porcentual para el pago del personal de acuerdo al artículo 13 de la Ley 4ª de 1992 y en consecuencia la prima de actualización terminaba su vigencia.

Ahora bien, según sentencia de 1997 del H. Consejo de Estado, Sección Segunda del Consejo de Estado, declaró la nulidad de las expresiones  “que la devengue en servicio activo” y “reconocimiento de” contenidas en el parágrafo del artículo 28 de los Decretos 25 de 1993 y 65 de 1994 y del artículo 29 del Decreto 133 de 1995 porque de acuerdo a los principios del artículo segundo de la ley 4ª de 1992, el artículo 13 ordenaba la creación de una escala gradual porcentual para nivelar la remuneración del personal activo y retirado de la fuerza.  Al fijar el régimen salarial, al Gobierno Nacional no le es permitido fijar el régimen salarial y prestacional del personal de dicho personal en donde se marquen diferencias en el valor de la prestación para un grupo determinado de los miembros de la Fuerza Público discriminando al personal ya retirado.  Esto daría cuenta del desconocimiento del criterio de nivelación entre las remuneraciones del personal activo y el retirado, sino que también:
“permite que, a partir de la vigencia de dichos decretos y mientras subsista la prima de actualización, se presenten diferencias entre lo que perciban, como asignación de retiro, oficiales y suboficiales del mismo grado, ya que el valor de la asignación de aquellos que devenguen la prima de actualización y que luego se retiren durante la vigencia de ésta, será superior a la que perciben quienes se encuentran retirados del servicio activo desde antes de la consagración de tal prima”.
 

De esta manera se reconoció el derecho del personal retirado de las Fuerzas Militares y de Policía a reclamar el reconocimiento y pago de la prima de actualización. No obstante, como el artículo 13 de la Ley 4ª de 1992 consagró que la nivelación debía producirse para las vigencias fiscales de 1993 a 1995, la prima de actualización debía hacerse efectiva a partir del 1° de enero de 1993 hasta el 31 de diciembre de 1995.

Por lo tanto, el reconocimiento, inclusión y pago en la asignación de retiro a partir de 1996 y los años siguientes no sería viable, por el carácter temporal de la prima de actualización, toda vez que los valores reconocidos en la vigencia 1993-1993 como prima de actualización fueron incluidos en la asignación de 1996 como lo había ya considerado el H. Consejo de Estado en sentencia del 21 de agosto de 2008

“(…) a partir de la fijación de la escala salarial porcentual por el Decreto 107 de 1996, los valores reconocidos como prima de actualización fueron incorporados a la asignación señalada para ese año y, en virtud del principio de oscilación, aplicados a las asignaciones de retiro o pensiones de los retirados, por ello, no es necesario revisar los reajustes de la ley a partir del año 1996 dado que, se insiste, los valores reconocidos como prima ya fueron incorporados a la asignación recibida.

En cuanto a la reliquidación de la asignación de retiro, en sentencia proferida por esta Sala, el 11 de octubre de 2001 en el proceso No. 25000-23-25-99-3548-01(1351) se señaló que la prima de actualización se creó de manera temporal, para los años 1992, 1993, 1994 y 1995 y que en tal virtud, su reconocimiento no puede extenderse para los años subsiguientes a 1996. 

(…), en ese orden, si la referida prima de actualización sólo tuvo como fin nivelar la remuneración del personal activo y retirado dentro del período de 1993 a 1995, mal puede decretarse por los años subsiguientes para formar parte de la base prestacional, pues se estaría variando la forma que previó la ley para fijar el monto de las asignaciones de retiro de los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional y de las Fuerzas Militares, las cuales, se repite, son liquidadas teniendo en cuenta las variaciones que sufran las asignaciones en actividad”.

En cuanto al término para reclamar la prima de actualización el Consejo de Estado también dejo en claro que el mismo estaba sujeto al de prescripción de cuatro años previsto en los Decretos 1211, 1212, 1213 de 1990, contado a partir de la fecha de ejecutoria de los fallos de nulidad, en razón a que sólo a partir de la anulación de las expresiones que limitaban el reconocimiento, nació el derecho para dicho personal. 

En resumen, se afirma que la prima de actualización se creó para nivelar las asignaciones del personal activo y retirado tanto del ejército como de la Policía Nacional.  También, que esta prima estaba condicionada a la creación de una escala salarial porcentual que nivelara en forma definitiva las asignaciones. 

Además, la prima de actualización estuvo vigente durante los años 1992 a 1995 en favor de la policía y las fuerzas militares.  Que el Consejo de Estado anuló aquellas normas que generaban discriminación y limitación por lo tanto el benefició se extendió al personal que estaba retirado y aun cuando lo hubiera percibido en actividad.

Por último, la prima de actualización perdió su vigencia el 31 de diciembre de 1995, toda vez que a partir del 1º de enero de 1996 entró en vigencia la escala salarial porcentual que niveló las asignaciones del personal de activos y del personal de retirados, siendo ésta la condición resolutoria de aquél beneficio. 

 Los valores reconocidos como prima de actualización entre los años 1993 a 1995 ya fueron incluidos en las asignaciones fijadas en el año 1996, cumpliendo así el artículo 13 de la Ley 4 de 1992.

En consecuencia, a partir del 1º de enero de 1996, no es procedente el reconocimiento de prima de actualización, ya sea como factor de salario junto al sueldo dentro de las asignaciones de actividad, o como factor de cómputo dentro de la base de liquidación de la asignación de retiro.

Por último, Para el personal retirado, el derecho a la prima de actualización está sometido al término de prescripción de cuatro años, contado desde la fecha de ejecutoria de las sentencias del Consejo de Estado que anularon las expresiones que limitaban el derecho en favor del personal activo: 19 de septiembre y 24 de noviembre de 1997, esto es hasta el 19 de septiembre de 2001 y hasta el 24 de noviembre de 2001.

7.4  DE LO PROBADO EN EL PROCESO

7.4.1 Retiro del servicio 

De acuerdo con la Hoja de Servicios 3566657968537603 correspondiente al actor, éste prestó sus servicios a la Policía Nacional durante 20 años, 08 meses y 04 días, siendo retirado a partir del 10 de mayo de 2003 y su último grado el de SARGENTO PRIMERO  (folio. 105)

7.4.2. Reconocimiento de la asignación de retiro

Mediante Resolución No. 2147 de 07 DE JULIO DE 2003 la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES   reconoció al actor una asignación de retiro efectiva a partir del 10 de agosto de 2003, en cuantía equivalente al 70% del sueldo del grado en todo tiempo y partidas legalmente computables (f76 vuelto a 78)    

7.4.3. La petición de reliquidación de la asignación de retiro: OFICIO DEMANDADO

Por oficio No. 20163171036331 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 08 de agosto de del 2016 la entidad negó el reconocimiento, argumentando que   “ (…)  la seccional de nómina del Ejercito Nacional presupuesta las partidas incluidas en el sistema de informática del ministerio de defensa, las cuales, de acuerdo al decreto anual de sueldos expedido por el mismo Ministerio, no contempla el reconocimiento del dicho incremento bajo los parámetros solicitados en la petición.” (f. 17 y 68).

3. DEL CASO CONCRETO Y LA POSICION DEL DESPACHO: 

Como quedó claro y determinado en audiencia inicial, el demandante prestó sus servicios en la NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL y que al momento de retirarse le fue reconocida asignación mensual de Mediante Resolución No. 2147 del 07 de julio de 2003 expedida por la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES y efectiva a partir de 10 de agosto de 2003.
Que el accionante presentó petición ante la entidad accionada el día 01 de agosto de 2016 solicitando la reliquidación de su asignación de retiro por los porcentajes ordenados para su grado en los Decretos Reglamentarios de la prima de actualización.  
Mediante oficio No. 20163171036331 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 08 de agosto de del 2016 la entidad negó el reconocimiento, argumentando que   “ (…)  la seccional de nómina del Ejercito Nacional presupuesta las partidas incluidas en el sistema de informática del ministerio de defensa, las cuales, de acuerdo al decreto anual de sueldos expedido por el mismo Ministerio, no contempla el reconocimiento del dicho incremento bajo los parámetros solicitados en la petición.”.

El demandante pretende la reliquidación de su asignación de retiro reconocida en julio de 2003 mediante Resolución 2147, sumándole los valores nominales que le fueron reconocidos a título de prima de actualización por los años de 1993 a 1995, según Decretos reglamentarios de la prima actualización, 335 de 1992; 25 de 1993; 65 de 1994; 133 de 1995.

Para esta judicatura resulta claro que la reliquidación de la asignación de retiro en los términos solicitados por el actor no es procedente, porque de acuerdo con la normatividad y las sentencias del H. Consejo de Estado, la vigencia y la causación de la prima de actualización fue hasta el 31 de diciembre de 1995.  Por lo tanto, en enero de 1996, entró a regir la escala salarial porcentual que niveló las asignaciones del personal activo y retirado de las Fuerzas Militares y de la Policía por lo tanto quedó cumplido el artículo 13 de la Ley 4ª de 1992.  

Por lo anterior, no es posible reconocer los porcentajes aducidos por el actor en cuanto a la prima de actualización como factor de cómputo de la asignación de retiro porque el periodo de vigencia precluyó y como se dijo en el marco jurídico, por el carácter temporal de la prima de actualización no es posible ir más allá de lo dispuesto tanto normativa como jurisprudencialmente.   
4. COSTAS.

El artículo 188 de la ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 

“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie asuntos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

En el presente caso se evidencia que no se trata de un asunto de interés público, por el contrario, las pretensiones buscan que se le reconozca a la demandante un derecho netamente de carácter particular, en este orden de ideas deberá entonces disponerse sobre las costas en esta primera instancia, conforme a la normativa vigente sobre la materia, esto es, el artículo 365 de Código General de Proceso dispone en su numeral primero lo siguiente: “Se condenara en costas a la parte vencida en el proceso, (…)” a su vez el numeral octavo prescribe: “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”

Analizando el expediente no obra prueba ni siquiera sumaria, donde se evidencia que se causaron costas a favor de la parte demandada, además aunado a todo el cuerpo principialistico que rige el derecho laboral administrativo, y que se refiere al principio Pro-Operario, el cual no tiene otro significado, sino que debe interpretarse la norma en el sentido que más favorezca al trabajador, en este caso la parte accionante en su legítimo derecho de acudir a las instancias jurisdiccionales para solicitar lo que creía que debía reconocérsele sin actuar de mala fe en ninguna etapa procesal, no habría lugar entonces de condenar en costas a la demandante, puesto que no existe causa ni objetiva, ni subjetiva para reconocerlas y atendiendo el precedente transcrito este Despacho se aparta de su propio precedente en condenas sobre asuntos laborales Administrativos, para predicar que el carácter de las costas no siempre es objetivo.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: declarar prospera la excepción Legalidad normativa del acto impugnado propuesta por la NACION - MINDEFENSA - EJERCITO NACIONAL

NEGAR LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA, conforme se explicó en la parte motiva de la presente providencia. 

SEGUNDO: NO CONDENAR EN COSTAS A LA PARTE DEMANDANTE, de acuerdo con los argumentos expuestos con anterioridad. 
SEXTO: La presente decisión se notificará conforme lo dispone el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011 y contra la misma, procede el recurso de apelación, en el efecto suspensivo, ante el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, el cual podrá interponerse y sustentarse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A. Advirtiendo que conforme al acuerdo PCSJA20-11549 7/05/2020 “por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplía sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o apelación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ

JUEZ 

� 


Consejo De Estado Sala De Consulta Y Servicio Civil Consejero ponente: Luis Fernando Álvarez Jaramillo Bogotá, D.C., seis (6) de abril de dos mil once (2011) Radicación número: 11001-03-06-000-2010-00080-00(2019) Actor: Ministerio De Defensa Nacional Y Otro Referencia: Ministerio De Defensa Nacional. Nivelación salarial de los miembros de la Fuerza Pública. Pago de la prima de actualización.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, expediente No. 9923, Magistrado Ponente: Nicolás Pájaro Peñaranda, y expediente No. 1423, Magistrada Ponente: Clara Forero de Castro.


� Sala Plena del Consejo de Estado mediante sentencia S-746 del 3 de diciembre de 2002, CP. Camilo Arciniegas Andrade


� Sentencia de 2008 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección B, radicado No. 13001-23-31-000-2003-00725-01 (1589-07), C.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez.


� Al respecto, la Sección Segunda en sentencia del 4 de junio de 2007, proferida dentro del expediente 6572-05 indicó: “DE LA PRESCRIPCIÓN. Con ocasión a la sentencia del Consejo de Estado que declaró la nulidad de las expresiones ‘que la devengue en servicio activo’ y ‘reconocimiento de’ fue expedida el 14 de agosto de 1997, y quedó ejecutoriada el 19 de septiembre de ese mismo año, el término de prescripción del derecho a la prima de actualización para los años 1993 y 1994 empezó a contarse a partir de esta fecha, venciéndose el 19 de septiembre de 2001.  Por su parte, la sentencia del 6 de noviembre de 1997 mediante la cual el Consejo de Estado declaró la nulidad de idénticas expresiones en el decreto 133 de 1995, quedó ejecutoriada el 24 de noviembre de ese mismo año, por lo que el término de prescripción del derecho a la prima de actualización para 1995, vencía el 24 de noviembre de 2001. (…) Se deduce de lo anterior, que, si bien es cierto que la prima de actualización fue una prestación periódica, también lo es, que lo fue durante el tiempo en que estuvo vigente. Que el hecho de limitar en el tiempo, el pago de la prima de actualización hace que, al culminar su vigencia, desaparezca del mundo jurídico. De conformidad con lo expresado, la exigibilidad de la prima de actualización vencía los días 17 de septiembre y 24 de noviembre de 2001, de acuerdo con las fechas en que quedaron ejecutoriadas las sentencias de esta Corporación; además si se tiene en cuenta la prescripción cuatrienal contemplada en el Estatuto de la Policía Nacional, los derechos allí consagrados prescriben en 4 años desde el momento en que se hizo exigible la obligación (…).”
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Decisión:                 
Niega Las Pretensiones De La Demanda.
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